


 
 

 

ordinario sobre vulneración del derecho al honor, registrado 

el 23 de febrero de 2021, que por turno de reparto 

correspondió a este Juzgado, basada en los hechos que articula 

en el cuerpo del escrito, que en aras de brevedad se dan por 

reproducidos; tras la cita de los fundamentos de derecho que 

estimó de aplicación suplicaba al Juzgado que 

1º.- Se declare que la entidad demandada ha cometido una 

intromisión ilegítima en el honor de la demandante,  

    al mantener sus datos 

indebidamente registrados en el fichero de morosos ASNEF 

condenándola a estar y pasar por ello. 

2º.- Se condene a la mercantil demandada COMERCIALIZADORA 

REGULADA, Gas & Power, S.A al pago de la cantidad de SEIS MIL 

EUROS(6.000€) a la demandante,     

, en concepto de indemnización por daños morales por 

vulneración de su derecho al honor; o, subsidiariamente, la 

cuantía que su Señoría estime pertinente atendiendo a las 

circunstancias del caso, dado que la cuantificación del 

derecho al honor es un concepto de difícil precisión, 

respetando siempre el criterio establecido por el TS de que 

las indemnizaciones no pueden ser simbólicas. 

3º- Se condene a la demandada a hacer los trámites necesarios 

para la exclusión de los datos de    

  del fichero ASNEF, para el caso de que al 

momento de dictar la sentencia todavía se encontrara incluida. 

4º.-Se condene a la demandada COMERCIALIZADORA REGULADA, Gas & 

Power, S.A al pago de los intereses legales correspondientes 

desde la interposición de la demanda y costas derivadas de 

este proceso, por haber litigado con temeridad. 

Segundo.- Admitida a trámite la demanda por Decreto de 15 de 

marzo de 2021, se emplazó a la parte demandada y al Ministerio 

Fiscal para que contestasen en plazo de 20 días. Personada en 

las actuaciones, la demandada contestó por medio de escrito de 

fecha 14 de abril de 2021. 

Tercero.- Por medio de Diligencia de Ordenación de fecha 7 de 

septiembre de 2021, se convocó a las partes a la 

correspondiente Audiencia Previa, a celebrar el 29 de 

septiembre de 2021. En ella se constató la imposibilidad de 

alcanzar acuerdo alguno para poner fin al proceso. En defensa 

de sus alegaciones, las partes propusieron prueba, la actora 

documental por reproducida y más documental consistente en 
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libramiento de oficios; de la demandada, documental; y del 

Ministerio Fiscal, participar de la prueba. 

Cuarto.- El juicio se celebró el 17 de febrero de 2022. Se dio 

la documental por reproducida, se concedió la palabra a los 

letrados de las partes y al Ministerio Fiscal para 

conclusiones, y quedó el procedimiento visto para sentencia. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Primero.- Por la parte actora se ejercita acción de 

protección civil del derecho al honor, y solicita se dicte 

sentencia en la que se declare que la entidad demandada ha 

cometido una intromisión ilegítima en el honor de la 

demandante, al mantener sus datos indebidamente registrados en 

el fichero de morosos ASNEF condenándola a estar y pasar por 

ello; se condene a la demandada al pago de la cantidad de SEIS 

MIL EUROS(6.000€) a la demandante, en concepto de 

indemnización por daños morales por vulneración de su derecho 

al honor; o, subsidiariamente, la cuantía que se estime 

pertinente atendiendo a las circunstancias del caso; se 

condene a la demandada a hacer los trámites necesarios para la 

exclusión de los datos de la actora del fichero ASNEF, para el 

caso de que al momento de dictar la sentencia todavía se 

encontrara incluida; se condene a la demandada al pago de los 

intereses legales correspondientes desde la interposición de 

la demanda y costas derivadas de este proceso, por haber 

litigado con temeridad. 

Como hechos fundamento de su pretensión, refiere que desde 

2020 observó que tenía dificultades para la contratación de 

determinados servicios, y a mediados de ese año le denegaron 

la contratación de una tarjeta por estar incluida en un 

fichero de morosos. Indica que inició las gestiones para 

acceder al fichero y comprobó que se habían incluido a 

solicitud de la demandada, con fecha de alta 25 de marzo de 

2020, y por un importe de 152,45 euros. Señala asimismo que 

inició gestiones para conocer el origen de la deuda, mediante 

comunicaciones con Asnef y con la demandada, que sólo les 

informa de la cantidad que entiende pendiente de pago, pero no 

justifica su importe con las correspondientes facturas y sin 

poder analizar por tanto la veracidad de la deuda. Refiere que 

no fue requerida de pago previamente, ni se le notificó que 

sería incluida en el fichero, y reclama el daño moral que se 
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le ha ocasionado, atendido el largo tiempo que permaneció 

incluida en el fichero, además de la retirada de los datos. 

La parte demandada formula oposición, y señala que existió una 

relación contractual entre la actora y la demandada, dado que 

éste contrató un servicio de suministro de gas natural para la 

dirección        , y que en dicho 

contrato se señalaba que en caso de impago los datos de la 

deuda podían ser comunicados a ficheros de cumplimiento e 

incumplimiento de obligaciones dinerarias. Refiere que la 

actora dejó de cumplir sus obligaciones de pago respecto de 

varias facturas, liquidándose la deuda en la cantidad que se 

incluyó en el registro. Señala que el burofax no retirado 

produce los efectos de la comunicación, y que remitió la 

comunicación correctamente sin que conste devuelta. Alega que 

no concurre ninguno de los supuestos para considerar vulnerado 

el derecho al honor, y que los perjuicios que se relacionan no 

han resultado acreditados. 

El Ministerio Fiscal, a la vista de la prueba practicada, 

interesó la estimación de la demanda, por considerar que el 

derecho al honor de la demandante había resultado vulnerado, e 

interesó la condena al pago de la cantidad reclamada, así como 

a la retirada de los datos del fichero. 

Segundo.- Señalaba la STS de 3 de marzo de 2013 que El 

artículo 18.1 CE reconoce como derecho fundamental 

especialmente protegido mediante los recursos de amparo 

constitucional y judicial el derecho al honor al ser una de 

las manifestaciones de la dignidad de la persona, proclamada 

en el artículo 10 CE . 

El derecho al honor protege frente a atentados en la 

reputación personal entendida como la apreciación que los 

demás puedan tener de una persona, independientemente de sus 

deseos (STC 14/2003, de 28 de enero, FJ 12); impidiendo la 

difusión de expresiones o mensajes insultantes, insidias 

infamantes o vejaciones que provoquen objetivamente el 

descrédito de aquella( STC 216/2006, de 3 de julio , FJ 7). 

El artículo 7.7 LPDH define el derecho al honor en un sentido 

negativo, desde el punto de vista de considerar que hay 

intromisión por la imputación de hechos o la manifestación de 

juicios de valor a través de acciones o expresiones que de 

cualquier modo lesionen la dignidad de otra persona, 

menoscabando su fama o atentando contra su propia estimación. 
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Doctrinalmente se ha definido como dignidad personal reflejada 

en la consideración de los demás y en el sentimiento de la 

propia persona. Según reiterada jurisprudencia( SSTS de 16 de 

febrero de 2010 y 1 de junio de 2010 ) «...es preciso que el 

honor se estime en un doble aspecto, tanto en un aspecto 

interno de íntima convicción -inmanencia- como en un aspecto 

externo de valoración social - trascendencia-, y sin caer en 

la tendencia doctrinal que proclama la minusvaloración actual 

de tal derecho de la personalidad». 

Esta Sala, en su Sentencia de Pleno de 24 de abril de 2009, 

reiterando la doctrina que ya sentó la STS de 5 de julio de 

2004, ha estimado que la inclusión en un registro de morosos, 

erróneamente, sin que concurra veracidad, es una intromisión 

ilegítima en el derecho al honor, por cuanto es una 

imputación, la de ser moroso, que lesiona la dignidad de la 

persona y menoscaba su fama y atenta a su propia estimación, 

precisando que es intrascendente el que el registro haya sido 

o no consultado por terceras personas, ya que basta la 

posibilidad de conocimiento por un público, sea o no 

restringido y que esta falsa morosidad haya salido de la 

esfera interna del conocimiento de los supuestos acreedor y 

deudor, para pasar a ser de una proyección pública, de manera 

que si, además, es conocido por terceros y ello provoca unas 

consecuencias económicas (como la negación de un préstamo 

hipotecario) o un grave perjuicio a un comerciante (como el 

rechazo de la línea de crédito) sería indemnizable, además del 

daño moral que supone la intromisión en el derecho al honor y 

que impone el artículo 9.3 LPDH. 

El Tribunal Supremo se ha pronunciado ya en reiteradas 

ocasiones en relación a la inclusión de particulares en 

registros de datos de carácter personal relativos al 

cumplimiento o incumplimiento de obligaciones dinerarias, las 

comúnmente conocidas como “listas de morosos”, y ha fijado los 

requisitos para que tal inclusión sea lícita, y se considere 

respetuosa con el derecho al honor. 

En Sentencia de 1 de marzo de 2016 señala que Esta Sala ha 

establecido una jurisprudencia relativamente extensa sobre la 

vulneración del derecho al honor como consecuencia de la 

inclusión de los datos personales en un fichero de 

incumplimiento de obligaciones dinerarias sin respetar las 

exigencias derivadas de la normativa de protección de datos 

personales, en sentencias entre las que pueden citarse las 
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660/2004, de 5 de julio , 284/2009, de 24 de abril , 226/2012, 

de 9 de abril , 13/2013, de 29 de enero , 176/2013, de 6 de 

marzo , 12/2014, de 22 de enero , 28/2014, de 29 de enero , 

267/2014, de 21 de mayo , 307/2014, de 4 de junio , 312/2014, 

de 5 de junio , 671/2014, de 19 de noviembre , 672/2014, de 19 

de noviembre , 692/2014, de 3 de diciembre , 696/2014, de 4 de 

diciembre , 65/2015, de 12 de mayo , 81/2015, de 18 de febrero 

, 452/2015 y 453/2015, ambas de 16 de julio , y 740/2015, de 

22 de diciembre . 

En lo que aquí interesa, hemos declarado en estas sentencias 

que uno de los ejes fundamentales de la regulación del 

tratamiento automatizado de datos personales es el que ha 

venido en llamarse "principio de calidad de los datos". Los 

datos deber ser exactos, adecuados, pertinentes y 

proporcionados a los fines para los que han sido recogidos y 

tratados. El art. 4 LOPD , desarrollando las normas del 

Convenio núm. 108 del Consejo de Europa y la Directiva 

1995/46/CE, de 24 octubre, del Parlamento Europeo y del 

Consejo de la Unión Europea, de protección de las personas 

físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales 

y a la libre circulación de estos datos, exige que los datos 

personales recogidos para su tratamiento sean adecuados, 

pertinentes y no excesivos en relación con el ámbito y las 

finalidades determinadas, explícitas y legítimas para las que 

se hayan obtenido, exactos y puestos al día de forma que 

respondan con veracidad a la situación actual del afectado, y 

prohíbe que sean usados para finalidades incompatibles con 

aquellas para las que los datos hubieran sido recogidos. 

2.- La calidad de los datos en los registros de morosos. 

Este principio, y los derechos que de él se derivan para los 

afectados, son aplicables a todas las modalidades de 

tratamiento automatizado de datos de carácter personal. Pero 

tienen una especial trascendencia cuando se trata de los 

llamados "registros de morosos", esto es, los ficheros de 

«datos de carácter personal relativos al cumplimiento o 

incumplimiento de obligaciones dinerarias facilitados por el 

acreedor o por quien actúe por su cuenta o interés». 

El art. 29.4 LOPD establece que «sólo se podrán registrar y 

ceder los datos de carácter personal que sean determinantes 

para enjuiciar la solvencia económica de los interesados y que 

no se refieran, cuando sean adversos, a más de seis años, 
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siempre que respondan con veracidad a la situación actual de 

aquéllos». 

Los arts. 38 y 39 del Real Decreto 1720/2007, de 21 de 

diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de desarrollo 

de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección 

de datos de carácter personal, al desarrollar, valga la 

redundancia, el art. 29 LOPD , exigen para la inclusión en los 

ficheros de datos de carácter personal que sean determinantes 

para enjuiciar la solvencia económica del afectado, la 

existencia previa de una deuda cierta, vencida, exigible, que 

haya resultado impagada, y que se haya requerido de pago al 

deudor, informándole que en caso de no producirse el pago en 

el término previsto para ello y cumplirse los demás 

requisitos, los datos relativos al impago podrán ser 

comunicados a ficheros relativos al cumplimiento o 

incumplimiento de obligaciones dinerarias. 

3.- El principio de calidad de datos no se limita a exigir la 

veracidad de la deuda. La pertinencia de los datos en atención 

a la finalidad del fichero. 

Los datos que se incluyan en estos registros de morosos han de 

ser ciertos y exactos. Pero no basta con el cumplimiento de 

esos requisitos para satisfacer las exigencias del principio 

de calidad de los datos en este tipo de registros. Hay datos 

que pueden ser ciertos y exactos sin ser por ello pertinentes, 

pues no son determinantes para enjuiciar la solvencia 

económica de los interesados. 

Las sentencias de esta Sala 13/2013, de 29 de enero , 

672/2014, de 19 de noviembre, y 740/2015, de 22 de diciembre, 

realizan algunas consideraciones generales sobre esta 

cuestión, al declarar que la LOPD descansa en principios de 

prudencia, ponderación y sobre todo, de veracidad, de modo que 

los datos objeto de tratamiento deben ser auténticos, exactos, 

veraces y deben estar siempre actualizados, y por ello el 

interesado tiene derecho a ser informado de los mismos y a 

obtener la oportuna rectificación o cancelación en caso de 

error o inexactitud, y en cuanto a obligaciones dinerarias se 

refiere, la deuda debe ser además de vencida y exigible, 

cierta, es decir, inequívoca, indudable, siendo necesario 

además el previo requerimiento de pago; por tanto no cabe 

inclusión de deudas inciertas, dudosas, no pacíficas o 

sometidas a litigio, bastando para ello que aparezca un 
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principio de prueba documental que contradiga su existencia o 

certeza». 

Si la deuda es objeto de controversia, porque el titular de 

los datos considera legítimamente que no debe lo que se le 

reclama y la cuestión está sometida a decisión judicial o 

arbitral, la falta de pago no es indicativa de la insolvencia 

del afectado. Puede que la deuda resulte finalmente 

reconocida, en todo o en parte, por la sentencia o el laudo 

arbitral y por tanto pueda considerarse como un dato veraz. 

Pero no era un dato pertinente y proporcionado a la finalidad 

del fichero automatizado, porque este no tiene por finalidad 

la simple constatación de las deudas, sino la solvencia 

patrimonial de los afectados. Por ello solo es pertinente la 

inclusión en estos ficheros de aquellos deudores que no pueden 

o no quieren, de modo no justificado, pagar sus deudas, pero 

no aquellos que legítimamente están discutiendo con el 

acreedor la existencia y cuantía de la deuda. 

Por su parte, la STS de 22 de diciembre de 2015 ya señalaba 

que, en cuanto al requisito del previo requerimiento de pago 

con advertencia de inclusión en un registro de morosos, Por 

último, tampoco se considera correcta la falta de 

trascendencia que la sentencia recurrida ha atribuido al 

incumplimiento del requisito establecido en los arts. 38.1.c y 

39 del Reglamento, consistente en que para incluir en estos 

ficheros de morosos los datos de carácter personal 

determinantes para enjuiciar la solvencia económica del 

afectado es preciso que previamente se haya requerido de pago 

al deudor y se le haya informado que de no producirse el pago, 

los datos relativos al impago podrán ser comunicados al 

registro de morosos. 

No se trata simplemente de un requisito "formal", de modo que 

su incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción 

administrativa. Se trata de un requisito que responde a la 

finalidad del fichero automatizado sobre incumplimiento de 

obligaciones dinerarias, que no es simplemente un registro 

sobre deudas, sino sobre personas que incumplen sus 

obligaciones de pago porque no pueden afrontarlas o porque no 

quieren hacerlo de modo injustificado. Con este requerimiento 

se impide que sean incluidos en estos registros personas que 

por un simple descuido, por un error bancario al que son 

ajenas, o por cualquier otra circunstancia de similar 

naturaleza, han dejado de hacer frente a una obligación 
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dineraria vencida y exigible sin que ese dato sea pertinente 

para enjuiciar su solvencia. 

Tercero.- En las presentes actuaciones, resulta acreditado con 

la documental que la demandante tuvo contratado el servicio de 

suministro de gas con la demandada. Así, ha de tenerse en 

cuenta que la demandante no niega la relación contractual con 

la demandada, de acuerdo con el escrito rector, sino la 

existencia de la deuda, su conocimiento y el requerimiento por 

la demandada, previo a la inclusión. Y en todo caso, la 

demandada aporta el contrato, no impugnado en cuanto a su 

autenticidad, y que acredita la existencia de la relación 

contractual. 

La demandante justifica a través de documental que fue 

incluida en los ficheros Asnef Equifax, el 25 de marzo de 2020 

con el documento 1 que acompaña a la demanda, extremo que 

tampoco ha discutido la demandada, y que resulta no 

controvertido además de acreditado por medio de documental. 

La parte demandada aporta como documental las facturas que dan 

origen a la deuda que provocó la inclusión, y de la documental 

aportado como bloque tres se desprende que se correspondería 

con los suministros prestados en los periodos comprendidos 

entre el 21 de octubre y el 27 de noviembre de 2018, por 

importe de 46,31 euros, de 27 a 31 de mayo de 2019, por 

importe de 2,02 euros, de 28 de abril de 27 de mayo de 2019, 

por importe de 14,58 euros, de 27 de marzo a 28 de abril de 

2019, por importe de 22,06 euros, de 27 de febrero de 2019 a 

27 de marzo de 2019, por importe de 28,08 euros, de 27 de 

enero de 2019 a 27 de febrero de 2019, por importe de 39,40 

euros, y con tal documental, refiere la demandada, se 

justifica que la deuda era vencida, líquida y exigible, por 

importe total de 152,45 euros. 

Pues bien, aún cuando se admita la afirmación de la demandada 

en cuanto a la naturaleza de la deuda, de acuerdo con la 

doctrina jurisprudencial expuesta no consta que exista un 

previo requerimiento de pago de tales cantidades, ni la 

advertencia de que, de no atender al mismo, la actora podría 

ser incluida en un fichero de insolventes. 

No consta en las presentes que se haya realizado ningún 

requerimiento de pago a la demandante. Constan en autos las 

factura emitidas, pero la demandada no acredita el 

requerimiento de pago con la documental que aporta. La mera 
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advertencia contenida en las condiciones generales del 

contrato no puede considerarse un requerimiento que cumpla con 

las condiciones que señala nuestra jurisprudencia, pues no se 

trata como se indicó que un requisito meramente formal, sino 

de especial trascendencia en la protección del derecho al 

honor. Y si bien la demandada aporta justificante de haber 

intentado el requerimiento de pago, las cartas que aporta, de 

fechas 4 de mayo de 2019 y 12 de junio de 2019 no fueron 

recibidas por la demandante, según se desprende de los propios 

documentos aportados, en los que se refleja que se devolvieron 

a origen por sobrante. 

Si bien la parte demandada aporta además certificación emitida 

por Sevinform SA, en la que señala que el 10 de marzo de 2020 

recibió de Equifax Ibérica un fichero famisvo con 51374 

registros a procesar, que en él se incluía la referencia 

“         

          que dicha 

comunicación se generó, imprimió y ensobró, y fue puesta en el 

servicio de correos el 11 de marzo de 2020, y por Equifax se 

manifiesta que no consta que se haya devuelto la carta, pero 

pero no acredita que el referido aviso fuese recibido por la 

demandante. Y en todo caso, en el referido requerimiento se 

concedía un plazo de 15 días para proceder al pago, de modo 

que siendo depositada en Correos el día 11 de marzo, el plazo 

aún no había concluido cuando se produjo la inclusión en el 

fichero, el día 25 de marzo de 2020. 

Como recuerda la STS de 10 de diciembre de 2021, respecto al 

requerimiento del art. 38.1.c) del Real Decreto 1720/2007, de 

21 de diciembre, Al abordar el conocimiento de los distintos 

recursos de casación interpuestos, en casos similares al 

presente, hemos tenido ocasión de pronunciarnos sobre dicho 

requisito tuitivo de la inclusión de los datos personales en 

registros de insolvencia. 

En tal función jurisdiccional, destacamos reiteradamente la 

transcendencia de dicho requerimiento, con las advertencias 

del art. 39 de dicha disposición reglamentaria, como mecanismo 

para evitar que inclusiones derivadas de meros errores ajenos 

a la persona a la que se atribuye la condición de morosa, 

desconocimiento de los incumplimientos atribuidos u otras 

circunstancias de similares características, determinen que 

los datos de un individuo se incorporen a un registro de tal 

clase, con las consustanciales repercusiones negativas que 
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ello trae consigo. Comunicación que, por otra parte, tampoco 

es baladí, en tanto en cuanto posibilita el ejercicio de los 

derechos de acceso, rectificación, oposición y cancelación, 

reconocidos en la normativa de protección de datos, citando 

otras sentencias que corroboran el carácter esencial, y no 

meramente formal, de tal requerimiento. 

No se considera acreditado que exista el previo requerimiento 

de pago, y por tanto, resulta acreditado que ha existido una 

intromisión ilegítima en el derecho al honor de la actora. 

Cuarto.- La parte actora solicita una indemnización de 6.000 

euros, que la demandada considera desproporcionada, atendidas 

las circunstancias del caso concreto. 

La STS de 18 de febrero de 2015 indicaba que El art. 9.3 de la 

Ley Orgánica 1/1982 prevé que «la existencia de perjuicio se 

presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La 

indemnización se extenderá al daño moral que se valorará 

atendiendo a las circunstancias del caso y a la gravedad de la 

lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en 

cuenta en su caso, la difusión o audiencia del medio a través 

del que se haya producido. También se valorará el beneficio 

que haya obtenido el causante de la lesión como consecuencia 

de la misma ». Este precepto establece una presunción "iuris 

et de iure" [establecida por la ley y sin posibilidad de 

prueba en contrario] de existencia de perjuicio indemnizable 

cuando se haya producido una intromisión ilegítima en el 

derecho al honor, como es el caso del tratamiento de datos 

personales en un registro de morosos sin cumplir las 

exigencias que establece la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de 

diciembre, Protección de Datos de Carácter Personal (en lo 

sucesivo, LOPD). 

4.- Este perjuicio indemnizable ha de incluir el daño 

patrimonial, y en él, tanto los daños patrimoniales concretos, 

fácilmente verificables y cuantificables (por ejemplo, el 

derivado de que el afectado hubiera tenido que pagar un mayor 

interés por conseguir financiación al estar incluidos sus 

datos personales en uno de estos registros), como los daños 

patrimoniales más difusos pero también reales e indemnizables, 

como son los derivados de la imposibilidad o dificultad para 

obtener crédito o contratar servicios (puesto que este tipo de 

registros está destinado justamente a advertir a los 

operadores económicos de los incumplimientos de obligaciones 
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dinerarias de las personas cuyos datos han sido incluidos en 

ellos) y también los daños derivados del desprestigio y 

deterioro de la imagen de solvencia personal y profesional 

causados por dicha inclusión en el registro, cuya 

cuantificación ha de ser necesariamente estimativa. 

5.- La indemnización también ha de resarcir el daño moral, 

entendido como aquel que no afecta a los bienes materiales que 

integran el patrimonio de una persona, sino que supone un 

menoscabo de la persona en sí misma, de los bienes ligados a 

la personalidad, por cuanto que afectan a alguna de las 

características que integran el núcleo de la personalidad, 

como es en este caso la dignidad. La determinación de la 

cuantía de la indemnización por estos daños morales ha de ser 

también estimativa. 

En estos supuestos de inclusión de los datos de una persona en 

un registro de morosos sin cumplirse los requisitos 

establecidos por la LOPD, sería indemnizable en primer lugar 

la afectación a la dignidad en su aspecto interno o subjetivo, 

y en el externo u objetivo relativo a la consideración de las 

demás personas. 

Para valorar este segundo aspecto ha de tomarse en 

consideración la divulgación que ha tenido tal dato, pues no 

es lo mismo que sólo hayan tenido conocimiento los empleados 

de la empresa acreedora y los de las empresas responsables de 

los registros de morosos que manejan los correspondientes 

ficheros, a que el dato haya sido comunicado a un número mayor 

o menor de asociados al sistema que hayan consultado los 

registros de morosos. 

También sería indemnizable el quebranto y la angustia 

producida por las gestiones más o menos complicadas que haya 

tenido que realizar el afectado para lograr la rectificación o 

cancelación de los datos incorrectamente tratados. 

Y la STS de 10 de diciembre de 2021 señala que Una vez 

constatada la lesión del derecho fundamental al honor del 

demandante procede fijar la indemnización correspondiente, a 

tales efectos es preciso tener en cuenta las circunstancias 

siguientes: 

1) En este caso, no se han acreditado daños patrimoniales 

concretos, tales como que el afectado hubiera tenido que pagar 

un mayor interés por conseguir financiación, o patrimoniales 

más difusos como son los derivados de la imposibilidad o 
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dificultad para obtener crédito o contratar servicios, ( 

sentencias 81/2015, de 18 de febrero; 613/2018, o 699/2021, de 

14 de octubre, entre otras). 

2) En cualquier caso, la simple inclusión en el registro ya 

supone la existencia de un perjuicio indemnizable bajo 

presunción iuris et de iure (no susceptible de prueba en 

contrario). La circunstancia de que la valoración del daño 

moral no pueda obtenerse de una prueba objetiva no excusa ni 

imposibilita legalmente a los tribunales para fijar su 

cuantificación, a cuyo efecto ha de tenerse en cuenta y 

ponderar las circunstancias concurrentes en cada caso, con 

atención a los parámetros fijados en el art. 9.3 de la Ley 

Orgánica 1/1982, ( sentencias de esta sala núm. 964/2000, de 

19 de octubre, 12/2014, de 22 de enero; 130/2020, de 27 de 

febrero y 592/2021, de 9 de septiembre, entre otras muchas). 

3) Son elementos a ponderar el tiempo de inclusión en el 

registro, en este caso desde abril de 2014; las veces en que 

fue consultado, en este caso en once ocasiones; así como los 

infructuosos intentos previos para obtener la cancelación de 

los datos personales del actor en el registro de insolvencia 

(documentos dos y tres de la demanda), lo que le obligó al 

planteamiento de este proceso con los gastos correlativos. 

4) En cualquier caso, no cabe una indemnización meramente 

simbólica carente del correspondiente efecto disuasorio, cara 

a la protección de un derecho fundamental de la persona como 

es su honor. 

En las presentes es cierto que la actora no justifica tampoco 

daños patrimoniales concretos. Pero según la documental que 

obra en autos, los datos estuvieron accesibles al público 

durante un dilatado espacio de tiempo –cerca de dos años-, y 

que fue consultado en cuatro ocasiones, una vez por Naturgy 

Iberia SA el 31 de marzo de 2021, dos veces por  -el 24 

y el 26 de marzo de 2021- y una vez por  -el 26 de 

septiembre de 2021-; así se desprende de la contestación al 

oficio remitido a Equifax por el Juzgado, de 11 de octubre de 

2021. 

La inclusión de sus datos en los registros de morosos era apta 

para afectar negativamente al prestigio e imagen de solvencia 

de la demandante, y tal circunstancia debe ser objeto de 

valoración. 
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La actora justifica además a través de la documental aportada 

-diferentes correos electrónicos- que intentó que se 

cancelasen sus datos personales del fichero, sin lograr su 

propósito. 

En consecuencia, dado que se ha acreditado que la deuda ha 

estado expuesta durante un dilatado periodo de tiempo, que se 

ha producido el acceso cuando menos por 3 entidades en un 

reducido periodo –seis meses según la documental-, que no se 

ha acreditado ningún requerimiento de pago, y que no se ha 

producido la cancelación de los datos personales, se considera 

prudente la cantidad solicitada por la actora, de fijar el 

6.000 euros la cantidad por la que procede la condena para 

resarcir los daños y perjuicios causados. y ello junto con los 

intereses legales a que se refiere el art. 1108 del CC, pues 

como señala la STS de 10 de diciembre de 2021 ya citada, la 

jurisprudencia prescinde del alcance de la regla in illiquidis 

non fit mora ( sentencias 764/2008, de 22 de julio, 228/2011, 

de 7 de abril, 65/2015, de 12 de mayo, y 81/2015, de 18 de 

febrero), tratándose de una intromisión ilegítima constatada y 

el perjuicio económico lo presume el art. 9.3 de la Ley 

Orgánica 1/1982, cuando existe vulneración del derecho al 

honor. 

Procede igualmente la condena a hacer los trámites necesarios 

para la exclusión de los datos de    

  del fichero ASNEF, para el caso de que al 

momento de dictar la sentencia todavía se encontrara incluida, 

que es lo que resulta en las presentes. 

Quinto.- Señala el art. 394 de la LEC que en los procesos 

declarativos, las costas de la primera instancia se impondrán 

a la parte que haya visto rechazadas todas sus pretensiones, 

por lo que procede la condena en costas de la parte demandada. 

En atención a lo expuesto. 

 

 

FALLO 

Estimo la demanda interpuesta por    

 , representada por la    

, en sustitución de la     y 

defendida por la Letrada   , en sustitución 

de la Letrada   , contra Comercilizadora 

Regulada Gas & Power SA, representada por la Procuradora Sra. 
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  en sustitución de la Procuradora   

 y defendida por el Letrado   , en 

sustitución de la Letrada   , y en 

consecuencia: 

1º.- Declaro que la entidad demandada ha cometido una 

intromisión ilegítima en el honor de la demandante,  

    al mantener sus datos 

indebidamente registrados en el fichero de morosos ASNEF, y la 

condeno a estar y pasar por ello. 

2º.- Condeno a la demandada Comercializadora Regulada, Gas & 

Power, S.A a pagar a      la 

cantidad de 6.000 euros en concepto de indemnización por daños 

morales por vulneración de su derecho al honor; y los 

intereses legales desde la interposición de la demanda. 

3º- Condeno a la demandada a hacer los trámites necesarios 

para la exclusión de los datos de    

  del fichero ASNEF, para el caso de que todavía 

se encontrara incluida. 

Procede la condena en costas de la demandada. 

Líbrese testimonio de la presente, el cual se llevará a los 

autos de su razón, quedando el original en el presente libro. 

Notifíquese la presente resolución a las partes. 

Contra esta sentencia cabe interponer recurso de apelación 

ante la Audiencia Provincial, debiendo interponerse ante este 

Juzgado en el plazo de veinte días desde su notificación. Se 

advierte a la parte que desee recurrir que debe constituir un 

depósito de 50 euros en la cuenta del Juzgado bajo 

apercibimiento de que, en caso de no verificarlo, no se le 

dará trámite al recurso. 

Así por esta mi sentencia la pronuncio, mando, y firmo 
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PUBLICACIÓN.- Dada, leída y publicada, ha sido la anterior 

sentencia por la Sra. Juez que la suscribe, encontrándose en 

el día de la fecha, con mi asistencia, celebrando audiencia 

pública. Doy fe. 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 
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